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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veintiséis (26) de octubre de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.1151
Hora: 9:30 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por La Directora Técnica de Reparaciones de la UARIV, frente al fallo emitido el 1 de septiembre de 2017  por el Juzgado 1º  Penal del Circuito Especializado de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela instaurada en contra de esa entidad por vulneración del  derecho fundamental al debido proceso, igualdad y vida digna.
2. ANTECEDENTES 
2.1. El señor José Noé Cardona Arias y sus dos hijos se encuentran incluidos en el Registro Único de Victimas por desplazamiento forzado.

Sus hijos presentan una enfermedad degenerativa llamada “Parálisis cerebral – cuadriplejia” y una “deformidad progresiva en la columna, escoliosis paralitica TL derecha con giba costal, no control globo cefálico por hipotonía, cuadriparecia flácida con luxación paralitica de caderas pies calcáneo valgos paralíticos”;  Dichas condiciones hacen difícil el desarrollo cotidiano de sus vidas por las dificultades económicas.

Por lo anterior requiere  de parte de la UARIV la indemnización por vía administrativa a la que tienen derecho basado en el principio de enfoque diferencial y el criterio de priorización de la ley 1448 de 2011.
Agregó que cumple con  todos los requisitos para el correspondiente pago de la indemnización y actualmente se encuentra desempleado y enfermo debido a los preocupaciones y estrés por la condición y enfermedad de sus hijos.
Ha trascurrido mucho tiempo desde la fecha de los hechos que dieron origen a su desplazamiento y desde que realizó la respectiva declaración sin que hasta el momento se le realice el pago o indemnización por parte de la UARIV, vulnerando sus derechos y los  de sus hijos.
Solicitó que se le tutelaran sus derechos fundamentales y de sus hijos al debido proceso, igualdad y vida digna y se ordene a la UARIV el pago efectivo a través de la respectiva indemnización por vía administrativa de la que son beneficiarios. (Fls.1-6)

Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) Resolución No. 0600120171199066 de 2017; ii) Respuesta al derecho de petición No. 20176271411542; iii) Derecho de petición presentado a la UARIV; iv) Historia clínica de sus hijos; v) cedulas de ciudadanía (Fls.7-18).

3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 1 de septiembre de  2017 el Juzgado 1º  Penal del Circuito Especializado de Pereira, Risaralda resolvió negar el amparo solicitado por el señor José Noé Cardona Arias, respecto a la vulneración de los derechos fundamentales a la vida digna, igualdad y debido proceso y tutelar el derecho fundamental de petición, en consecuencia, ordenó a la UARIV que dentro de un plazo razonable, que no sobrepase al treinta y uno (31) de diciembre del cursante año proceda a emitir respuesta completa, concreta y de fondo frente a la solicitud radicada por el accionante sobre la aproximación de la indemnización administrativa, el 19 de Julio del año que avanza. (Fl. 23-26).
Dicha decisión fue notificada a la entidad accionada  vía correo electrónico el 06 de septiembre de 2017 (Fl 36);  Y al accionante el mismo día a través de correo certificado (Fl. 38).
El  día 04 de septiembre de 2017, la UARIV  presentó contestación a la acción de tutela la cual no se tendrá en cuenta por encontrarse fuera de término. (Fl 27-35).
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para hacerlo, el 08  de septiembre  de 2017, la Directora Técnica de Reparaciones de la UARIV,  presentó impugnación al fallo de primera instancia y manifestó que mediante comunicado No. 201772022683471 del 01 de septiembre de los cursantes, se dio respuesta al derecho de petición presentado por el señor José Noé Cardona Arias por lo que la vulneración de su derecho se encuentra superada. Por tanto  solicitó conceder la impugnación presentada  y que se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar se niegue las peticiones de la acción constitucional (Fl. 39-45)
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.
5.2. Problema jurídico 
Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5. Sobre el  derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 
5.5.1. En la Sentencia T-142 de 2012, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

5.6. Respecto al derecho de petición de los desplazados, la Corte Constitucional en sentencia T-192 de 2013 expuso que: 
“El artículo 23 de la Constitución Política otorga el derecho a la persona de "presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución". De acuerdo con esta definición, puede decirse que "[e]l núcleo esencial del derecho de petición reside en la [obtención de una] resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido" Unido a lo anterior, es necesario resaltar que no con cualquier comunicación devuelta al peticionario puede considerarse satisfecho su derecho de petición: una verdadera respuesta, si bien no tiene que ser siempre favorable a las pretensiones del peticionario, sí debe cumplir con los  requisitos de ser oportuna, resolver de fondo lo solicitado de manera clara, precisa y congruente, además de ser puesta en conocimiento del peticionario. Igualmente, el derecho de petición, sirve de instrumento que posibilita el ejercicio de otros derechos fundamentales, como por ejemplo en el caso de las personas en situación de desplazamiento, que a través de la petición buscan obtener alguna ayuda económica o subsidio que los ayude a mejorar su precaria situación. Así, puede decirse que "[e]l derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión", entre otros; o incluso los derechos fundamentales de la población desplazada.”

5.7.  El tema de la población desplazada en Colombia ha sido debatido ampliamente por el Tribunal Constitucional, por la especial protección de que gozan quienes padecen este flagelo, como consecuencia de la condición de marginalidad y extrema vulnerabilidad. En este sentido, la sentencia T-563/05 indicó:
"En efecto, debido a la masiva, sistemática y continua vulneración de derechos fundamentales de la que son objeto, estas personas se encuentran en una especial condición de vulnerabilidad, exclusión y marginalidad, entendida la primera como aquella situación que sin ser elegida por el individuo, le impide acceder a aquellas garantías mínimas que le permiten la realización de sus derechos económicos, sociales y culturales y, en este orden, la adopción de un proyecto de vida; la segunda, como la ruptura de los vínculos que unen a una persona a su comunidad de origen; y, la tercera, como aquélla situación en la que se encuentra un individuo que hace parte de un nuevo escenario en el que no pertenece al grupo de beneficiarios directos de los intercambios regulares y del reconocimiento social. Estas dramáticas características convierten a la población desplazada en sujetos de especial protección constitucional, lo cual debe manifestarse no sólo en el diseño de una política pública de carácter especial, sino en la asignación prioritaria de recursos para su atención, incluso por encima del gasto público social”
5.8. Solución al caso concreto 
5.8.1. En el caso sub examine, la Sala observa que el 19 de julio  de 2017 el señor José Noé Cardona Arias,  radicó un derecho de petición ante la UARIV con el fin de ser indemnizado por vía administrativa (Fl. 11-19).  Al respecto, obtuvo respuesta por parte de la entidad mencionada, quien mediante la comunicación No.201772020423821  del 30 de junio de 2017 contestó que de acuerdo con la nueva estrategia implementada por la entidad, se había realizado la medición de carencias, lo cual había sido resuelto y motivado en acto administrativo que sería debidamente notificado y en relación a la indemnización administrativa, explicó que la misma se haría una vez se tenga la disponibilidad de recursos económicos (Fl. 10).  
5.8.2.  Por su parte, el A quo consideró que la respuesta ofrecida por la UARIV continuaba generando en la accionante una completa incertidumbre por no contar siquiera con información mínima, circunstancias de tiempo, modo y lugar acerca del trámite promovido y en tal sentido, tuteló el derecho fundamental de petición, para lo cual argumentó: “se encuentra acreditada la necesidad de intervención del Juez Constitucional dentro del asunto de marras, debiendo recalcar que aquella opera únicamente en lo que atañe al derecho fundamental de petición, pues no obra en el expediente elemento alguno que permita inferir a este fallador que se está en presencia de un caso excepcional por extrema vulnerabilidad, que obligue a determinar la procedencia del suministro de ayuda humanitario o reconocimiento de reparación administrativa por esta vía” (Fl. 25 respaldo )
5.8.3. Así mismo, la Unidad Para la Atención Y Reparación Integral a Victimas  informó en su escrito de impugnación que mediante comunicado No. 201772022683471 del 01 de septiembre de los cursantes - que no se anexa- se dio respuesta al derecho de petición presentado por el señor José Noé Cardona Arias en el cual le informan :
“Por lo anterior, actualmente la Unidad para las Victimas se encuentra definiendo este procedimiento, el cual se daré a conocer a toda la población, a través de la expedición de un decreto reglamentario, que dispondrá lo que las víctimas, entre ellas usted, deben hacer para iniciar el trámite de solicitud de la indemnización administrativa.

En ese orden, resulta necesario precisar que, una vez surtido el trámite y cuando la Unidad para las Víctimas se haya pronunciado, en el tiempo que se defina, sobre su derecho a recibir la indemnización o no, el pago podría tardar varios años, dependiendo, de un lado, del tiempo que se requiera para cumplirle a todas las víctimas; y, de otro, de la disponibilidad presupuestal para cada año.

Finalmente, es importante que sepa que la sola inclusión en el Registro Único de Víctimas no le da el derecho a ser indemnizado; se debe surtir el procedimiento de indemnización que se está reglamentado, con el fin de que ¡a Unidad para las Víctimas estudie su caso y defina de fondo si usted es beneficiario del mismo.” (fl.40)

5.8.4 El artículo 23 de la Constitución Política de 1991 dispone que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y obtener una pronta resolución”. Las peticiones pueden ser interpuestas ante algunos particulares y las autoridades públicas, puesto que a través de éstas se pone a la administración en funcionamiento, se accede a información o documentos, se elevan consultas y se exige el cumplimiento de distintos deberes. Dentro de las garantías básicas del derecho de petición, la Corte Constitucional ha indicado las siguientes: “(i) la pronta resolución del mismo, es decir que, la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello y, (ii) la contestación debe ser clara y de fondo respecto de lo pedido; esto quiere decir que, debe pronunciarse materialmente respecto de todos los hechos puestos a consideración.” Así mismo, la jurisprudencia de esa Corporación Constitucional  ha señalado que el núcleo esencial de este derecho fundamental se encuentra constituido por la posibilidad de presentar la petición, la resolución integral de la solicitud sin que ello signifique que la solución tenga que ser positiva y que la respuesta sea notificada dentro del término legalmente oportuno:
 “… una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario[41]¸es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se plantea[42]; y es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución a lo pedido verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta[43].”

En otras palabras, la garantía del derecho de petición implica que exista una contestación que se pronuncie de manera integral acerca de lo pedido, sin que implique que la respuesta acceda a lo solicitado, puesto que la misma puede ser negativa siempre que no sea evasiva o abstracta. De igual manera, la respuesta debe ser oportuna, esto quiere decir que, además de ser expedida dentro del término establecido, debe ser puesta en conocimiento del peticionario, para que éste, si así lo considera oportuno, interponga los recursos administrativos que en cada caso procedan y, según el asunto, acceda a la jurisdicción de lo contencioso administrativo.”

5.8.5. El Estado ha señalado que las personas víctimas de desplazamiento deben tener un trato preferente y adecuado, ya que demandan mayor atención por su condición de vulnerabilidad al verse urgidos de las necesidades básicas para su subsistencia y a fin de evitar que se lesionen o ponga en peligro de vulnerar derechos fundamentales. Al respecto, la Corte Constitucional  ha indicado que las decisiones que se adopten en sede de tutela tienen por finalidad amparar individualmente a las personas que forzadamente han sido desplazadas por el fenómeno de la violencia, para incluirlas dentro de los programas adoptados por el Gobierno Nacional a efecto de lograr igualdad de condiciones y oportunidades entre los asociados, y de propender a que satisfagan progresivamente las necesidades básicas que contribuyan a una subsistencia en condiciones dignas. 
5.8.6. Así las cosas y de acuerdo a la jurisprudencia a la que se ha hecho relación a lo largo de este proveído, esta esta Sala concluye que la UARIV debe contestarle al accionante si le asiste o no el derecho a ser indemnizado administrativamente y en caso afirmativo, informarle una fecha aproximada en la cual será reparado, pero no evadir la respuesta señalando de manera que general y abstracta, que las víctimas de desplazamiento forzado deberán soportar un trámite que se está implementando con el fin de definir si las mismas tienen o no derecho a ser indemnizadas, lo que conlleva a que la actora continúe con la incertidumbre que se le ha prolongado por  tanto tiempo, que es precisamente lo que genera la vulneración del derecho fundamental de petición.
5.8.7 Por lo analizado, no se atenderán los argumentos del impugnante, habida cuenta que el señor José Noé Cardona Arias y sus hijos, se encuentra en un estado de indefensión frente a la entidad accionada y no cuenta con otro mecanismo judicial idóneo para hacer valer sus garantías constitucionales, ante la ausencia de una respuesta de fondo a sus pretensiones; consecuente con lo anterior, esta Colegiatura confirmará el fallo estudiado.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR  la sentencia proferida el 01 de septiembre de 2017  por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la acción de tutela interpuesta por el señor  José Noé  Cardona Arias en contra de la UARIV.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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